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Recomendacion de Bélgica a México

Ejes temáticos : Violencia Contra las Mujeres
Marcos : [Implementación] [Legal] [Programático] 

Recomendación : 132.66 Llevar a cabo una investigación minuciosa, independiente e imparcial de los
feminicidios, asegurarse de que los autores sean llevados ante la justicia y garantizar la
reparación a las víctimas y sus familiares por el daño sufrido (Bélgica);

Evaluación : [Muestra mínimo avance de implementación]
De acuerdo con datos del Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública
(SESNSP), en 2019 ocurrieron 942 feminicidios, 946 en 2020, 978 en 2021 y, de enero a
octubre de 2022 ha habido 777. En 2022, las entidades que ocuparon los tres primeros
lugares en la comisión de este delito son: Estado de México (=120), Nuevo León (=81) y
Veracruz (=60).

Por otra parte, según información del Instituto Nacional de Estadística, Geografía e
Informática (INEGI), el número de defunciones femeninas con presunción de homicidio  para
los últimos tres años es el siguiente: 3893 para 2019, 3957 en 2020 y, 4002 en 2021. Sin
embargo, no es posible saber cuántas de esas mujeres realmente fueron víctimas de un
feminicidio y no de un homicidio doloso, ya que las cifras públicas no especifican las causas
de muerte.

Organizaciones de la sociedad civil, como el Observatorio Ciudadano Nacional de
Feminicidio, estiman que entre 10 y 11 mujeres son asesinadas al día en el país.  

Si bien, con base en las estimaciones del SESNSP, la mayoría de las víctimas de feminicidio
son mujeres mayores de 18 años, lo cierto es que los casos de niñas asesinadas,
desaparecidas y violentadas sexualmente en México ha ido en aumento. El Diagnóstico de
Acceso a la Justicia y Violencia Feminicida elaborado por la Comisión Nacional de los
Derechos Humanos (CNDH) refiere que, el 82.42% de las víctimas de homicidios dolosos en
2016 en México fueron mujeres mayores de 18 años y el 11.53% fueron niñas y adolescentes
(menores de 18 años). Es decir, de 10 homicidios dolosos, por lo menos en un caso, se
trataba de una niña o adolescente. Asimismo, la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas 
(CEAV) estima que, las víctimas totales de niñas y mujeres adolescentes del delito de
feminicidio pasaron de 50 casos en 2015 a 95 en 2019 y hasta octubre del 2020 se
registraron 93 casos.

La atención a las complejidades que abarca el feminicidio y la violencia feminicida implican
que el Estado cumpla con sus obligaciones constitucionales, lo que requiere que todas las
autoridades, en el ámbito de sus competencias, deban promover, respetar, proteger y
garantizar los derechos humanos de las mujeres, incluido el derecho a una vida libre de
violencia.

La sentencia relativa al caso González y otras vs Estado mexicano (Campo Algodonero), por
la desaparición y muerte de jóvenes mujeres en Ciudad Juárez, Chihuahua refiere la
obligación de las instituciones de procuración de justicia de que cuenten con protocolos de
investigación con perspectiva de género en los ámbitos ministerial, policial y pericial para
casos de feminicidios. En 2015, la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) determinó
que toda muerte violenta de mujeres debe investigarse como un posible feminicidio. En 2017,
el Consejo Nacional de Seguridad Pública emitió el Acuerdo 04/XLIII/17  sobre investigar
todas las muertes violentas de mujeres bajo protocolos de feminicidio.

Actualmente 29 entidades de la República Mexicana cuentan con un protocolo de
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investigación del delito de feminicidio; en los últimos cuatro años, los siguientes estados han
emitido/actualizado documentos de la naturaleza señalada: Protocolo de Actuación con
Perspectiva de Género para la Investigación del Delito de Feminicidio en el estado de
Chiapas (agosto 2020), Protocolo de Actuación con Perspectiva de Género para la
Investigación del Delito de Feminicidio por la Fiscalía General del estado de Morelos (julio
2020), Protocolo Actualizado para la Investigación del Delito de Feminicidio para el estado de
Puebla (septiembre de 2019); Protocolo de Actuación en la Investigación del Delito de
Homicidio de Mujeres por Razones de Género para el estado de Chihuahua (junio de 2019);
Protocolo de Diligencias Básicas a seguir por las y los Fiscales en la investigación de los
delitos contra la vida y la salud personal [...] de feminicidio para el estado de Veracruz (Julio
2019). Los estados donde no se encontró evidencia de que cuenten con protocolo para la
investigación y acreditación del delito de feminicidio son: Baja California Sur, Durango y
Michoacán.

La intención de estos protocolos es proporcionar una herramienta metodológica estándar y
efectiva en la investigación de la violencia feminicida, cometidos en agravio de las mujeres,
para que se realicen con visión de género y estricto cumplimiento al principio de debida
diligencia; esto bajo el entendido de que se realización responde a lo dispuesto en el
Protocolo de Investigación Ministerial, Policial y Pericial con Perspectiva de Género para el
Delito de Feminicidio.

Estos protocolos si bien pueden tener coincidencias, también pueden tener diferencias
conceptuales considerables y deficiencias al momento de la puesta en práctica, por ello
resulta de suma importancia que su contenido pase por el análisis y revisión de las cuestiones
técnicas de investigación y perspectiva de género de dichos protocolos, con la finalidad de
obtener documentos prácticos al momento de investigar, cabe mencionar que dicha labor la
venia realizando la Fiscalía Especial para los Delitos de Violencia contra las Mujeres y Trata
de Personas (FEVIMTRA) hecho que consta en sus informes anuales de actividades hasta el
año 2018. Sin embargo, en la actualidad los informes de labores de la Fiscalía no se
encuentran abiertos al público por lo que no es posible saber si continúa realizando o no
dicha labor.

Es pertinente resaltar que, en cumplimiento al Acuerdo 04/XLIII/17 del Consejo Nacional de
Seguridad Pública, el pasado 23 de diciembre, se publicó en el Diario Oficial de la Federación
el Protocolo Nacional para la Actuación Policial ante casos de Violencia contra las Mujeres y
Feminicidio, el cual busca establecer las pautas de actuación policial homologadas ante
casos de violencia contra las mujeres y feminicidio; en particular, brindar las herramientas
procedimentales que permitan identificar y atender de forma inmediata a las víctimas de
violencia feminicida y víctimas indirectas, para salvaguardar de manera expedita su seguridad
física, psicológica y jurídica; delimitar la actuación policial para conservar de manera eficiente
el lugar de los hechos ante casos de feminicidio; establecer el perfil profesional mínimo del
personal policial para la atención a casos de violencia contra las mujeres y feminicidio; así
como, identificar los conceptos fundamentales para el diseño de estrategias y el desarrollo de
la actuación e intervención policial de los organismos encargados de seguridad pública y
ciudadana del país, ante casos de violencia contra las mujeres y feminicidio.

La investigación del delito de feminicidio es una de las principales aristas en torno al acceso a
la justicia para las víctimas de este delito por lo que, resulta fundamental que se realice un
monitoreo constante de la manera en que las Fiscalías estatales investigan el delito de
feminicidio.
Con respecto a las averiguaciones previas y/o investigaciones iniciadas y carpetas de
investigación abiertas, conforme a los datos del Sistema Integrado de Estadísticas sobre
Violencia contra las Mujeres  (SIESVIM) a cargo del INEGI, para el año 2020:
?	Se registraron 1,350 presuntos feminicidios en las averiguaciones previas y/o
investigaciones iniciadas y carpetas de investigación abiertas. Sin embargo, únicamente 869
hombres y 57 mujeres fueron inculpadas y/o imputadas registradas en las averiguaciones
previas y/o investigaciones iniciadas y carpetas de investigación abiertas por el delito de
feminicidio.
Asimismo, información proveniente el Subsistema de Información de Gobierno, Seguridad
Pública e Impartición de Justicia de INEGI , señala que fueron 11 el número de sentencias
condenatorias por el delito de feminicidio de 2015 a 2019; el número de sentencias versus el
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número de feminicidios registrados cada año revela -en buena medida- las omisiones en las
investigaciones realizadas sin perspectiva de género desde el momento en que se iniciaron
las primeras investigaciones periciales.

Con respecto a la reparación del daño en el caso del delito de feminicidio es posible observar
que persisten grandes pendientes por atender; al respecto, el estudio exploratorio ?La
reparación del daño para víctimas indirectas en el delito de feminicidio? (2021), realizado por
la Comisión Nacional de los Derechos Humanos revela que,  las madres de las víctimas
muchas veces son adultas mayores, son quienes hacen todos los trámites, traslados y
requerimientos que se requieren durante el proceso de investigación y los gastos corren por
su cuenta, tramitan y pelean la custodia de las y los niños/as y adolescentes en situación de
orfandad por feminicidio, se suelen se quedar a cargo de ellos, los mantienen, cuidan, llevan
a la escuela, e incluso, le buscan ayuda psicológica; muchas han tenido que desplazarse de
manera forzada con su familia por su seguridad ante los hechos ocurridos; muchas están en
situación de pobreza, no cuentan con seguridad social, están en el sector de trabajo informal,
no cuentan con ingresos fijos, pierden sus empleos en la búsqueda de justicia, tienen a su
cargo a otras personas dependientes además de las niñas, niños y adolescentes en orfandad
( NNAOF); asimismo, se destaca la escasa difusión sobre los programas, protocolos, leyes o
apoyos destinados a garantizar los derechos humanos de las víctimas indirectas de los
feminicidios.

De acuerdo con la Ley General de Víctimas, es la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas
(CEAV) y las  Comisiones Estatales, el espacio institucional donde las víctimas indirectas de
feminicidio han de ser canalizadas para recibir los recursos de ayuda  que contempla la
propia Ley.

La CEAV, en su informe anual 2020, reportó haber trabajado una propuesta de Protocolo de
atención y reparación del daño a víctimas de feminicidio, sin embargo, a la fecha dicho
documento no ha sido publicado.

Algunos avances realizados a nivel federal son:

En mayo de 2021, la CEAV presentó el Protocolo inicial de atención, asistencia y reparación
integral a niñas, niños y adolescentes víctimas de violencia derivada del delito y violaciones a
derechos humanos, incluido el delito de feminicidio. El objetivo de este instrumento es
establecer las consideraciones que el personal de las diversas instancias que brinden
atención deberá tomar en cuenta cuando las y los solicitantes, con carácter de víctimas
directas o indirectas, resulten ser niñas, niños y adolescentes. Los momentos y las medidas
de atención que considera son: de ayuda inmediata, de asistencia  y de reparación integral. A
la par, la Comisión dio a conocer el Programa Nacional de Capacitación en materia de
Atención a Niñas, Niños y Adolescentes Víctimas de Delitos y Violaciones a Derechos
Humanos 2020-2024, el cual busca proporcionar los conocimientos referentes a la atención
especializada en NNA víctimas de delitos y violaciones a sus derechos humanos mediante
actividades de capacitación dirigidas al personal del servicio público para un mejor
desempeño en la atención a dicha población, garantizando sus derechos. Es pertinente
mencionar que ambos documentos aparecen con la leyenda de ?borrador?, debido a que se
explica que, al tratarse de documentos orientadores, se asume que son instrumentos bajo
constante revisión.

Programa Seguro de Vida para Jefas de Familia ; dicho programa contiene una modalidad
para el ?Apoyo para el bienestar de las niñas, niños, adolescentes jóvenes en orfandad
materna?, el cual, contribuye a la protección de la población menor de 18 años y a quienes
aún se encuentran en edad escolar. Así, las NNA inscritos en el programa reciben
mensualmente un apoyo económico dependiendo de la edad: de recién nacido(a) a 5 años
$360.00; de 6 a 12 años $600.00; de 13 a 15 años $845.00; de 16 a 18 años $1,090.00; y, de
19 a 23 años $1,200.00.

En julio de 2020, el Instituto Nacional de las Mujeres (Inmujeres), el Sistema Nacional de
Protección de Niñas, Niños y Adolescentes (SIPINNA) y el Sistema Nacional para el
Desarrollo Integral de la Familia (SN-DIF) presentaron el Protocolo Nacional de Atención
Integral a Niñas, Niños y Adolescentes en condición de Orfandad por Feminicidio (PNNAOF)
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cuyo objetivo es garantizarles el acceso a la justicia a través de la prestación de servicios
diferenciados y especializados de ayuda inmediata, asistencia y atención por parte de las
instituciones que tienen ese mandato legal. A pesar de la publicación del Protocolo aún no se
ha creado un padrón nacional para cuantificar a esta población ni modelos de atención
integral en todas las entidades; además, el Congreso no ha aprobado reformas a favor de
estas víctimas. La Comisión Nacional de los Derechos Humanos  (CNDH) ha señalado que,
con base en fuentes periodísticas, para 2018 se estimó que la cifra de niñas, niños y
adolescentes en orfandad por feminicidio pudo haber llegado a ser de más de 3,300 . Por otra
parte, mediante un comunicado de prensa, el INMUJERES informó que, de la información
provista por 26 entidades federativas, fueron identificados 796 casos de niñas, niños y
adolescentes en condición de orfandad por feminicidio entre enero y diciembre de 2019. 

La realización del Diplomado en Investigación, Prevención del Feminicidio y Actuación Policial
parece ser una acción recurrente durante el periodo 2020-2022; en este sentido, en el periodo
septiembre 2021 a junio de 2022 se dirigió a 90 policías de 21 entidades federativas (50
mujeres y 40 hombres); de septiembre del 2020 a junio del 2021 se  llevó a cabo con 121
policías estatales (66 mujeres y 55 hombres) de 234 entidades federativas. De febrero a junio
de 2020, se reporta haber capacitado a 121 policías estatales mediante la señalada acción. 

¿Qué falta para garantizar el [Political Will] [Recursos] 
cumplimiento de la recomendación? ?	Revisión y homologación (bajo los más altos estándares) de los protocolos estatales de

investigación del delito de feminicidio.
?	Monitoreo constante de la aplicación del Protocolo Nacional para la Actuación Policial ante
casos de Violencia contra las Mujeres y Feminicidio, de manera particular sobre la manera en
que las Fiscalías/Procuradurías estatales investigan el delito de feminicidio.
?	Llevar a cabo las capacitaciones correspondientes para personal policial en la aplicación del
Protocolo Nacional.
?	Creación de un padrón nacional para cuantificar a las NNA en orfandad por feminicidio, así
como la creación de modelos de atención integral.
?	Transparentar el otorgamiento de los Recursos de Ayuda, Asistencia y Reparación Integral
(RAARI) a víctimas indirectas de feminicidio, a cargo de la CEAV; así como el Fondo de
Auxilio Económico para las familiares víctimas de las mujeres, a cargo de FEVIMTRA.
?	Fortalecer la difusión sobre los programas, protocolos, leyes o apoyos destinados a
garantizar los derechos humanos de las víctimas indirectas de los feminicidios.
?	Establecer programas de apoyo especifico integrales para madres de las mujeres víctimas
de feminicidio.
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